	Ordenan a la Obra Social DASPU la cobertura del medicamento NUSINERSEN (SPINRAZA NR) en un 30% y el 70% restante a cargo del Estado Nacional para un menor que padece Atrofia Muscular Espinal.
En la causa “A.,P.F. C/ DASPU Y OTRO – PRESTACIONES FARMACOLOGICAS”, la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba actuando en feria ( con los votos de los Dres. Eduardo Avalos y Luis Roberto Rueda) resolvió modificar parcialmente la resolución de fecha 15 de noviembre de 2018 dictada por el Juez Federal N° 3 de Córdoba y ordenó a la Obra Social demandada DASPU cubrir en un 30% la provisión del medicamento Nusinersen para un menor que padece Atrofia Muscular Espinal , dejando el 70% restante a cargo del Estado Nacional.
Antecedentes de la causa: La presente acción de amparo es promovida por los padres del menor de edad “T.L.F.” quienes reclaman a la Obra Social Universitaria (DASPU) y a la Secretaria de Gobierno de Salud de la Nación – Ministerio de Salud y Desarrollo Social- la cobertura en conjunto del tratamiento médico indicado para su hijo, consistente en la provisión de la medicación denominada NUSINERSEN (SPINRAZA NR) en la dosis indicada por el médico tratante. Los actores solicitan su cobertura de maneraininterrumpida y/o con la periodicidad del tratamiento que se le indique en el futuro sin costo alguno, atento a la naturaleza de la enfermedad que padece Atrofia Muscular Espinal (AME). Con fecha 15 de noviembre de 2018 el juez de primer grado ordena a la demandada DASPU a cubrir el tratamiento al menor F.,T.L., consistente en el medicamento SPIRANZA- NURSINERSEN, conforme la prescripción médica de su médico tratante. Asimismo entiende que, no obstante la medicación prescripta no se encuentra registrada en nuestro país, ni tiene autorización por ANMAT, este organismo autoriza la importación de este fármaco bajo el régimen de acceso de excepción a este medicamento. La representación jurídica de DASPU, contesta la demanda aduciendo la imposibilidad de cumplir con la prestación atento al alto costo de la misma e interpone recurso de apelación en contra de la resolución mediante la cual se concede la medida cautelar. Con fecha 26 de diciembre de 2018 el juez de primera instancia entendiendo que en las presentes actuaciones se encuentra en juego el derecho a la salud del afiliado, concede el recurso de apelación deducido con efecto devolutivo contra el cual la demandada interpone recurso de reposición y apelación en subsidio.
En contra de dicho proveído la parte actora repone y apela en subsidio por considerar que la vía recursiva no fue iniciada temporalmente, a la vez que contesta agravios en tiempo y solicita la habilitación de feria judicial Arribadas las presentes actuaciones a esta Alzada y habiendo sido solicitada la habilitación de la feria judicial, petición a la que se hace lugar mediante proveído de fecha 18.01.2019 y evacuada la vista corrida por parte del señor Fiscal General, acompañando informe contable preliminar realizado por los profesionales de la Dirección General de Asesoramiento Económico y Financiero en las Investigaciones (DAFI) del cual se corrió vista a las demandadas –conforme proveído de fs. 283- siendo evacuada sólo por el apoderado del Estado Nacional –fs. 284/285-, se dicta el llamado de autos quedando la causa en condiciones de ser resuelta.
Fundamentos del fallo:
Los doctores Luis Rueda y Eduardo Ávalos, dijeron:
Respecto al recaudo previsto por la ley de Salud Pública Nº 26.529, modificada por la ley 26.742 y su Decreto Reglamentario Nº 1089/2012, de acompañar el consentimiento informado, el mismo se encuentra cumplimentado suscripto por ambos progenitores, encontrándose agregado a estas actuaciones a fs. 153 surgiendo las características del fármaco requerido y que “… acepta recibir el tratamiento propuesto teniendo en cuenta que no existen otros tratamientos alternativos disponibles, así como asumo sus riesgos…”. En lo concerniente a la “verosimilitud del derecho” cabe tener en cuenta que constituye uno de los requisitos comunes a todas las cautelares y atañe a la apariencia que presenta el derecho invocado por el pretensor de la medida. Este recaudo se encuentra estrechamente ligado con la fundabilidad y razonabilidad de lo demandado, de modo que sea factible apreciar superficialmente la existencia del derecho en discusión. Corresponde también poner de relieve que en los presentes obrados se encuentran incluidos en la disposición 10401/2016 dictada el día 19 de Septiembre de 2016, “Régimen de Acceso de Excepción a Medicamentos” por medio del cual se establece el procedimiento para el ingreso desde el exterior de medicamentos destinados al tratamiento de un paciente en particular para el que no exista en el país una alternativa terapéutica adecuada, el cual es realizado bajo el número 10874-E/2017 Por ello, en cuanto al planteo relativo a que no existe verosimilitud del derecho debe ser desestimado por improcedente.
Respecto al peligro en la demora, dijeron: “…Teniendo en cuenta la gravedad del estado de salud del paciente y que la provisión de la medicación podría tener efectos positivos en la evolución de la enfermedad que padece, de negársela, podría influir gravemente en su estado de salud, poniendo en peligro su integridad física y sin la posibilidad de acceder a un tratamiento que pudiera mejorar su vida, con la posibilidad cierta que la sentencia que resuelva en definitiva la cuestión resulte ineficaz o de imposible ejecución…”. Ahora bien, corresponde ingresar a analizar el argumento vertido por la demandada en su escrito de apelación respecto a la imposibilidad económica de cumplir con la prestación por su alto costo el cual impactaría negativamente en su estado contable Previamente y en relación al requerimiento de dar intervención al perito contable oficial del Tribunal, el mismo debe desestimarse en esta oportunidad procesal, atento a que el trámite del mismo dilataría la medida cautelar requerida Ahora bien, cabe tener presente que en la presente causa se encuentra demandada la obra social como así también el Estado Nacional, por ser solidariamente responsable y garante del efectivo cumplimiento de las prestaciones necesarias para resguardar la salud y la vida del menor como máximo interés jurídico protegido por la Constitución Nacional, sin que esta decisión jurisdiccional pueda interpretarse como afectación a la división de poderes dado que compete a los jueces resolver los conflictos suscitados entre el interés individual y el interés general, cuando se encuentra en juego la salud o la vida de una persona.
“…Al respecto, no caben dudas que como se dijo anteriormente, en la presente causa se encuentra en juego la salud de un niño discapacitado y que es la propia ley 24.901 la que ampara sus derechos, instituyendo un sistema de prestaciones de atención integral a su favor. Inclusive, en su art. 3° expresa que el Estado a través de sus organismos, prestara los servicios establecidos en la ley…”. “…De dicha ley, sin importar que el paciente tenga cobertura, se desprende de dicho régimen legal la obligación y responsabilidad del Estado de proveer a la persona discapacitada las prestaciones que se requieran, más aun como en el presente, estamos en presencia de una situación de urgencia…”. “…A más de lo expuesto, el Estado Nacional ha asumido compromisos internacionales explícitos orientados a promover y facilitar las prestaciones de salud, obligación que se extiende a sus subdivisiones políticas (estados provinciales y municipios) y otras entidades públicas (obras sociales y empresas de medicina prepaga) que participan de un mismo sistema sanitario destinado a “procurar el pleno goce del derecho a la salud para todos los habitantes del país sin discriminación social, económica, cultural o geográfica”, en el marco de una concepción “integradores” del sector sanitario, en el que la autoridad pública reafirme su papel de conducción general del sistema y las sociedades intermedias consoliden “su participación en la gestión directa de las acciones (Fallos: 321:1684; 323:1339, 3229; 324:3578)…”.
“…Teniendo en cuenta que este Tribunal ya ha tenido oportunidad de expedirse en casos similares al presente en los autos: “A.M.A y otro c/ Asociación Mutual Sancor Salud y otro s/ Prestaciones Farmacológicas” (Expte. 31663/2017/CA1); “H. V., D. A. Y OTRO C/ PARQUE SALUD S.A. Y OTRO s/PRESTACIONES FARMACOLÓGICAS (Expte. N° 31335/2017/CA1)”; “R,E M Y OTRO C/ OBRA SOCIAL VITIVINICOLA (OSPAV) Y OTRO – PRESTACIONES FARMACOLOGICAS” (Expte. N° FCB 36183/2017/CA1); “T.M.E y otro c/ Obra Social del Personal de la Ind. de la Alim (OSPIA) y otro s/ Amparo Ley 16.986” (Expte. 44245/2017) y “Z., C. R. Y OTRO C/ ASOCIACION MUTUAL SANCOR SALUD S/ PRESTACIONES FARMACOLÓGICAS” (Expte. N° FCB 85657/2018/CA1) y teniendo en cuenta que Estado Nacional fue demandado a través de la Secretaria de Gobierno de Salud de la Nación – Ministerio de Salud y Desarrollo Social- con participación en la causa, y en función de la documentación contable acompañada, entendemos que se debe modificar parcialmente la resolución de fecha 15 de noviembre de 2018 dictada por el Juez Federal N° 3 de Córdoba, debiéndose imponer la obligación de cumplir a la Obra Social demandada DASPU en un 30% provisoriamente, a los fines de no afectarla patrimonialmente en esta tutela cautelar, sin perjuicio de reajustar en mas o en menos de acuerdo a los informes contables que a criterio del señor Juez de Primera Instancia pudieran ser necesarios para ello, y el 70% restante a cargo del Estado Nacional, en función de lo resuelto por esta Cámara Federal en los precedentes mencionados ut supra, por su obligación constitucional de preservar la salud de sus habitantes dentro de las posibilidades existentes y confirmarla en todo lo demás que decide y ha sido materia de agravios. Asimismo, se recomienda al sentenciante resuelva la cuestión de fondo a la brevedad posible a fin de preservar la vigencia de la tutela efectiva en situaciones de urgencia (Art. 8 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica).
Fuente: Oficina de Prensa – Cámara Federal Córdoba

	
	Fecha: 19/02/2019 - Región: Córdoba


[bookmark: _GoBack]
